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Resumen
El objetivo de este trabajo es analizar el proceso que ha seguido el uso intensivo del agua subterránea por agronegocios en Tula, 
Tamaulipas, los cuales en modo de agricultura protegida y plantaciones con riego tecnificado promovidos por el gobierno con 
objetivos de desarrollo de comunidades con alta marginación, se han instalado como en otras partes del altiplano central de México, 
una región semiárida, lo que podría condicionar el acceso al agua para el consumo humano y comprometer la seguridad hídrica 
para la población. El trabajo se basa en revisión bibliográfica, visitas de campo, entrevistas a informantes del lugar, aplicación de 
cuestionaros y revisión de prensa en línea. Se concluye que, el modelo de agronegocio basado en la agricultura protegida y las 
plantaciones con riego tecnificado, aunque altamente eficientes en el uso del agua, cuando se intensifican las extracciones induce 
a la escasez y pone en riesgo el acceso al agua para la población en sus necesidades básicas, al mismo tiempo que en su carácter 
extractivista desplaza y subordina a los propietarios originarios de los derechos agrarios y del agua.
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Abstract
The objective of this work is analyze the process followed by the intensive groundwater use by agribusinesses in Tula, Tamaulipas, 
which in the form of protected agriculture and plantations with technical irrigation promoted by the government with development 
objectives for communities with high marginalization, have been installed as in other parts of the central highlands of Mexico, a 
semi-arid region, which could condition access to water for human consumption and compromise water security for the population. 
The work is based on a bibliographic review, field visits, interviews with local informants, application of questionnaires and online 
press review. It is concluded that the agribusiness model based on protected agriculture and plantations with technical irrigation, 
although highly efficient in the water use, when extractions intensify, it induces scarcity and puts access to water at risk for the 
population in their basic needs, while in its extractivist nature it displaces and subordinates the original owners of agrarian and water 
rights.
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Introducción
En las últimas décadas algunos estados del 
altiplano central empezaron a destacar como 
productores de tomate y hortalizas con tecno-
logía de invernadero y riego presurizado. Esta 
expansión de los agronegocios en la zona ári-
da del altiplano central es parte de una carre-
ra entre empresarios agrícolas en la compe-
tencia por el agua en esa región del país, y 
aunque la producción de tomate y hortalizas 
bajo un modelo productivo anclado a la tecno-
logía de alta eficiencia en el uso de agua, lo 
mismo en la calidad que en el volumen reque-
ridos del recurso, los dos son importantes pa-
ra sus estándares de rendimiento, pero el uso 
intensivo en que se traduce y el efecto acu-
mulativo de extracciones de la misma fuente, 
podrían contrarrestar las ventajas que ofrece 
la tecnología (Pratt, y Ortega, 2019) y poner en 
riesgo la disponibilidad de agua en esa región 
del país, como viene ocurriendo en Chihuahua 
con la extracción intensiva de agua subterrá-
nea para el desarrollo de cultivos especializa-
dos con saldos de acuíferos exhaustos (Man-
zanares, 2016) o San Quintín en Baja Califor-
nia, donde las empresas productores han teni-
do que recurrir a la desalinizar el agua de sus 
pozos para mantener sus cultivos de alta ren-
tabilidad (Riemann, 2013). 

No se trata de negar la eficiencia de uso de 
agua del modelo de agricultura protegida que 
se ha venido desarrollando en el altiplano en 
comparación con los de riego tradicional, pues 
de hecho es un modelo de producción y de 
negocios de perfil productivista, el problema 
aparece cuando la extracción de agua subte-
rránea se intensifica por la expansión de la 
frontera agrícola, lo que conlleva un riesgo po-
tencial para la conservación del balance hidro-
lógico del acuífero a mediano y largo plazo. 

Todo esto implica un desafío para una gestión 
responsable y adecuada del agua frente a ob-
jetivos de sostenibilidad a mediano y largo pla-
zo, considerando el orden de prioridades en 
cuanto a la satisfacción de la demanda para 
el consumo humano vinculada al derecho 
humano reconocido constitucionalmente. En 

cuanto a la agricultura protegida, esta se en-
tiende como aquella que se hace bajo méto-
dos de producción para controlar los factores 
medioambientales con el propósito de minimi-
zar las restricciones que impone las condicio-
nes climáticas adversas a los cultivos (De An-
da y Shear, 2017). Se refieren a un sistema 
de producción realizado bajo diversas estruc-
turas para proteger cultivos, al minimizar las 
restricciones y efectos que imponen los fenó-
menos  climáticos  (Moreno et al, 2011).

La agricultura protegida representada, emble-
máticamente, por las estructuras de inverna-
dero como el rostro más visible del agronego-
cio exportador contemporáneo, es un sistema 
cerrado con uso de materiales que permiten 
controlar o alterar el ambiente y el sustrato 
para ciertos cultivos con propósitos de produc-
tividad y calidad de los productos (Bielinski et 
al, 2010). Este sistema de producción ha ex-
perimentado una creciente expansión sobre to-
do hacia zonas de disponibilidad limitada y 
de manera constante en México y otros paí-
ses, donde se ha convertido en un factor de-
terminante en la producción de escasez hí-
drica en las zonas áridas (Damonte y Lynch, 
2016), en donde los agentes agroexportado-
res se han posicionado como los actores do-
minantes de la gestión de las aguas subte-
rráneas (Damonte et al, 2016), lo cual se atri-
buye, en el caso mexicano a la influencia de 
las elites económicas sobre las instituciones 
del Estado por la captura política de éste, lo 
que habría llevado a la concentración de con-
cesiones (Instituto de Geografía, 2019) y al 
mismo tiempo, a la orientación de incentivos 
con preferencias frente a las formas de orga-
nización basadas en la propiedad ejidal y los 
cultivos tradicionales, aunque se han genera-
do tendencias monopólicas sobre el control 
del recurso, asimetrías y tensiones sociales 
en  el  territorio  (Manzanares, 2016).

Se trata de una agricultura orientada a la ex-
portación que se caracteriza por su capacidad 
de innovación y la inversión en equipamiento, 
factores que son determinantes para mante-
nerse en un mercado altamente competido 
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(García et al, 2011), lo cual implica una orga-
nización de tipo empresarial del proceso pro-
ductivo que define el perfil de los actores que 
la  encabezan. 

Las políticas agrícolas de los gobiernos en 
años recientes han enfatizado estas formas 
de organización productiva como alternativa 
de crecimiento agroexportador, presuntamente 
una forma de agricultura sostenible que bus-
ca proteger la calidad del medio ambiente, evi-
tar el riesgo a la salud y mejora las condi-
ciones económicas de los agricultores (García 
et al, 2011). Al respecto, Pratt y Ortega (2019) 
han confirmado las ventajas productivas y am-
bientales de este tipo de agronegocios alta-
mente tecnologizados de la agricultura prote-
gida en el caso mexicano, pero llaman la 
atención sobre los efectos acumulativos que 
puede acarrear la concentración de permisos 
de extracción de agua en el territorio, lo que 
puede contrarrestar las demás ventajas pro-
ductivas reconocidas frente a los demás mo-
delos. Se ha señalado que el auge de este 
modelo productivo se debe a la menor expo-
sición a los riesgos que implica el cambio cli-
mático (como plagas y enfermedades de las 
plantas), pero también a la mayor productivi-
dad que se obtiene de su práctica (Arena Pú-
blica, 2022).

La visión crítica apunta al carácter depreda-
dor y extractivista que caracteriza a la mayor 
parte de proyectos promovidos e instalados en 
espacios que tradicionalmente han sido la ba-
se de provisión de recursos de las poblacio-
nes locales, sometidas ahora al despojo, y la 
depredación (Boelens et al, 2015). Para esta 
perspectiva las instituciones del Estado for-
man parte activa de un alineamiento a favor 
de las empresas privadas, las cuales se pre-
sentan a sí mismas como supuestas avanza-
das del desarrollo para comunidades campe-
sinas e indígenas que habitan los territorios 
con recursos que entran en el interés de los 
empresarios y los gobernantes. Sin embargo, 
se ha observado que el flujo de agua sigue 
una dirección preferentemente hacia los espa-
cios y grupos sociales cercanos al poder y con 

mayor influencia política (Isch, citado por Pe-
ña y Pérez, 2016), particularmente hacia los 
agronegocios globales diferenciados claramen-
te de la agricultura tradicional en más de un 
sentido (Peña y Pérez, 2016; Da Monte et al, 
década  2016). 

Conciencia y competencia en torno al agua
Vale decir que en las últimas décadas ha es-
tado presente una preocupación por la condi-
ción de escasez de agua, construida o real 
(Wilder, 2005), focalizando en los desafíos 
que enfrentan los países para satisfacer la 
creciente demanda social de este recurso vi-
tal, siendo uno de ellos la conflictividad que 
ha habido en su entorno, donde destacan las 
referencias a conflictos por el control del agua 
y el despojo o desposesión (Harvey, 2004) de 
antiguos usuarios a manos de agentes eco-
nómicos con influencia política, para quienes 
el control del recurso es fundamental para la 
acumulación de capital Swyngedow (2009) ba-
jo la forma de extractivismo en los países de 
menor  desarrollo. 

Desde principios de la década de 1980 se em-
prendieron esfuerzos y orientaciones por los 
organismos internacionales para cambiar el 
régimen de la política y gestión del agua en 
los distintos países, sobre todo en los de me-
nor desarrollo, bajo el supuesto de que la 
apertura a la participación privada y los me-
canismos de mercado solventarían las defi-
ciencias atribuidas a la gestión pública y apor-
tarían la inversión necesaria para ampliar la 
cobertura de servicios, mejorar la infraestruc-
tura e incrementar la eficiencia operativa, tan-
to en los usos urbanos como en los agrope-
cuarios.

La propuesta neoliberal implicó la descentra-
lización de la administración del agua a los 
distritos de riego, en cuanto al uso agrícola y 
la gestión adquiriera la forma de gobernanza, 
concepto que se usó y se sigue usando bajo 
una variedad de orientaciones, contenidos y 
objetivos (Hukka et al, 2010), pero que impli-
ca alguna forma de participación de diversos 
actores en los procesos relacionados con la 
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política y gestión hídrica. A tales efectos era 
requisito establecer derechos bajo la forma 
de permiso o concesión a los usuarios, por 
parte de la autoridad competente. En el caso 
de México, de acuerdo con Aboites (2009), 
las reformas al régimen de la política hídrica 
se tradujeron en un tránsito del modelo de 
aguas nacionales al mercantil-ambiental, lo que 
implicó un cambio profundo en el régimen de 
gobernabilidad del agua, mediante la sustitu-
ción de las reglas e instituciones con las cua-
les tradicionalmente el Estado había tenido el 
papel central de la política y gestión del agua 
en todo el proceso, incluso el operativo. El ob-
jetivo fue abrir espacio al mercado y los 
agentes privados, lo que resultó en una go-
bernanza del agua de carácter excluyente, je-
rárquica y elitista que ha tenido lugar en un 
campo disparejo (Wilder, 2005; Caldera y To-
rregrosa, 2010), tan solo por las asimetrías en-
tre  los  diversos  actores  que  participan. 

Ese contexto asimétrico y excluyente explica en 
parte la resistencia de importantes sectores 
de la población en países de menor desarro-
llo a la participación del sector privado en la 
gestión del agua y la conflictividad constante, 
donde también son determinantes las fallas 
institucionales del Estado para ejercer su au-
toridad de forma efectiva, aplicar la legislación 
correspondiente en la fiscalización y solución 
de conflictos, donde se ha dado por hecho 
que los agentes del mercado actúan confor-
me a los supuestos establecidos, aunque es-
tos tampoco logran autorregularse y generar 
condiciones que garanticen una adecuada 
gestión  (CEPAL, 2017).
 
En México, desde la década de 1990 el mar-
co institucional para la gestión del agua se 
ajustó al patrón de orientaciones generales y 
directrices internacionales que se asumieron 
como las mejores formas de administrar el re-
curso ante una demanda en constante creci-
miento y la amenaza latente de escasez vin-
culada a factores de demanda, degradación 
de la calidad en ríos, lagos y acuíferos, así 
como los cambios en el patrón climático glo-
bal  (Caldera et al, 2010). 

La legislación y la política del agua fueron ali-
neadas con los principios de la Gestión Inte-
grada de Recursos Hídricos (GIRH), dentro de 
una visión que buscaba mantener el equilibrio 
entre el sistema biofísico, y el sistema econó-
mico-social. La GIRH es definida por la Ley de 
Aguas Nacionales (LAN, 1992) como “un proce-
so que promueve la gestión y desarrollo coor-
dinado del agua, tierra y recursos relaciona-
dos con estos y el ambiente con el fin de ma-
ximizar el bienestar social y económico equi-
tativamente sin comprometer la sustentabili-
dad  de  los  ecosistemas  vitales”.

Por supuesto, las reformas institucionales para 
introducir mecanismos de mercado para la ges-
tión del agua tenían el propósito de beneficiar 
a la acumulación de capital por los agentes 
privados, antes que a objetivos de eficiencia y 
equidad (Wilder y Romero, 2006) y, como en 
otros países, el resultado fue el fortalecimien-
to de la burocracia gubernamental (Yuling y 
Lein, 2010). 

En la ley, los Consejos de Cuenca se institu-
yeron como foros para la deliberación, la pla-
neación y gobernanza del agua (CONAGUA, 
2012). Allí se integran las Comisiones de Cuen-
ca y los Comités Técnicos de Aguas Subterrá-
neas (COTAS), en el supuesto de una gobernan-
za del agua, entendida como la interacción pú-
blica, democrática y coordinada entre las diver-
sas organizaciones de la sociedad y el gobier-
no en diferentes niveles para atender proble-
mas de sequía, inundaciones, contaminación y 
otros relacionados, lo cual supone intercam-
bio, coordinación, cooperación y conflicto entre 
ellos (Taisman y Herman, 2011). Pero, en la 
práctica se mantienen intactos intereses, es-
quemas jerárquicos y relaciones asimétricas, 
observándose que, si bien desde una perspec-
tiva institucional y para cumplir con los man-
datos establecidos en el marco legal se han 
instalado formalmente los órganos colegiados 
(comisiones, comités o consejos) como espa-
cios deliberativos para acordar sobre los pro-
blemas que enfrentan los usuarios del agua 
en una cuenca, es decir, para la gobernanza, 
terminan siendo instrumentalizados para la co-
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optación política de los opositores (Peña, 2005). 
Lo anterior implica que tales espacios institu-
cionales se vuelven meramente administrativos 
y de gobernabilidad, dado que la participación 
es sobre todo de los responsables institucio-
nales y los usuarios del agua, entendidos es-
tos como los que cuentan con concesión o tí-
tulo de derecho de agua, donde predominan 
los grupos de interés más constituidos y repre-
sentados a través de elites gerenciales (Ló-
pez, 2013).

El objetivo de este trabajo es mostrar que los 
proyectos promovidos por las agencias guber-
namentales para el fomento del desarrollo de 
la región en el altiplano tamaulipeco son activi-
dades que implican un uso intensivo de agua, 
lo mismo bajo el modo de invernadero que las 
plantaciones (como los olivares en este caso), 
son factores detonantes de la competencia en-
tre usos del agua en un espacio regional que 
se caracteriza por las aridez y baja disponibi-
lidad, lo que ha llamado la atención de la pro-
pia CONAGUA en cuanto al riesgo que conlle-
va a mediano y largo plazos para la sosteni-
bilidad del balance hidrológico del acuífero. 

Se parte de la premisa de que los proyectos 
apoyados por el gobierno en esta región giran 
en torno a un modelo productivo de uso efi-
ciente, pero intensivo del agua en un territorio 
semiárido. Obviamente, sin la posibilidad de ac-
ceso al agua las inversiones no habrían alcan-
zado las magnitudes y características en que 
se reconocen ahora. Por otro lado, aunque la 
información de la Comisión Nacional del Agua 
(CONAGUA) reporta que el acuífero de Busta-
mante-Tula (2814) cuenta con disponibilidad de 
agua para otorgar nuevas concesiones, la pro-
pia CONAGUA ha llamado la atención sobre 
riesgos a partir de la competencia por el re-
curso. 
La experiencia en el altiplano señala que no ha 
habido buenas prácticas de aprovechamiento 
y la sobreexplotación de que han sido objeto 
los acuíferos de las Cuencas Centrales del Nor-
te reconocida por las autoridades y colindan-
tes al acuífero de Tula, son la evidencia del 
riesgo  latente  para  este  último. 

La  agricultura  protegida  en  México

En México los indicadores muestran un creci-
miento muy dinámico de este subsector agrí-
cola. Mientras en 2003 se sembraron 132 
hectáreas bajo ese tipo de sistemas de pro-
tección, para 2012 esa superficie escaló a 
22,743 hectáreas y en 2017 a 42,515 hec-
táreas, donde una superficie total de 25,764 
hectáreas correspondía a horticultura protegi-
da al cierre del 2017, de acuerdo con informa-
ción de la Asociación Mexicana de Horticultu-
ra, A.C. (2018), donde el tomate, el pepino, el 
chile son los cultivos con mayor superficie de 
producción (97%); otras diez hortalizas conjun-
tan el 3% restante. También destaca la super-
ficie de 14,408 hectáreas destinadas al culti-
vo de las frutas y 2,343 hectáreas dedicadas 
a la floricultura, todo en el marco de un pro-
ceso en donde el mercado global determina 
precios, volúmenes de producción y condicio-
nes de inocuidad y, por lo tanto, el tipo de 
tecnología que mejor se adecua a la produc-
ción.

Por otro lado, la producción obtenida al am-
paro del modelo de organización productiva 
con tecnologías de invernadero se ha vuelto 
una pieza central de las exportaciones de Mé-
xico con apoyo de los programas gubernamen-
tales, logrando así que el país se encuentre 
entre los primeros lugares como exportador 
mundial de tomate, el séptimo exportador de 
alimentos, haciendo que este tipo de exporta-
ciones se haya convertido en una importante 
fuente de divisas para el país. El modelo pro-
ductivo tiene ventajas en términos del control 
de temperatura, inocuidad y uso del agua, 
además del alto rendimiento por hectárea y 
en esta perspectiva proyecta una imagen po-
tente a manera de modelo ideal de aprove-
chamiento eficiente del agua en un territorio 
marcado por las condiciones de aridez, bajas 
precipitaciones y escasa disponibilidad del re-
curso  hídrico. 

Sin embargo, hay que tener en cuenta que es-
te modelo empresarial de agronegocios al que 
aquí se hace referencia no es de fácil acceso 
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para los usuarios de las comunidades campe-
sinas que por lo general detentan de manera 
originaria el derecho agrario y del agua, los 
cuales no han contado con los apoyos guber-
namentales que si ha tenido este tipo de 
agentes productivos del agro en las adminis-
traciones  recientes.

Este trabajo muestra evidencias de que el mu-
nicipio de Tula, Tamaulipas fue alcanzado por la 
expansión reciente de la agricultura protegida 
en las zonas áridas de los estados del altipla-
no central, donde las instalaciones propias de 
este modelo de producción agrícola son ahora 
parte del paisaje alterado que caracteriza es-
ta región del país. Tula, es uno de los cinco 
municipios del altiplano tamaulipeco que se 
sitúan entre los de menor desarrollo económi-
co del estado y con alta marginación social 
reconocida oficialmente por las agencias del 
gobierno, las cuales promovieron en asociación 
con el sector privado, proyectos agro-producti-
vos en ese municipio apoyados con subsidios 
federales. 

En ese municipio encontraron las condiciones 
propicias para concretar proyectos de inversión 
agro-productiva con la introducción de nuevos 
cultivos dotados con riego tecnificado y la ins-
talación de invernaderos, igual que en los es-
tados vecinos en la misma región árida, bajo 
el supuesto de una alternativa de desarrollo 
para una zona de alta marginación social y 
emigración, lo cual le otorga legitimidad a las 
acciones gubernamentales emprendidas en 
apoyo a este tipo de proyectos subsidiados en 
estos  lugares. 

Metodología
Para el presente trabajo se hicieron visitas y 
entrevistas in situ dentro de los recorridos de 
observación en los municipios del altiplano 
donde se han desarrollado estas prácticas 
agricultura protegida (estructuras de inverna-
dero) y a cielo abierto con aplicación de rie-
go por goteo para cultivos de tomate, princi-
palmente, aunque también pimientos y pepi-
nos. La elección del municipio de Tula en Ta-
maulipas fue deliberada, una vez que la infor-

mación indicaba las dificultades de la pobla-
ción para acceder al agua para uso domésti-
co en contraste con los invernaderos en las 
cercanías de la cabecera municipal y una gran 
plantación de olivos destacados como impor-
tantes complejos de agronegocios similares a 
los que se han desarrollado en otros estados 
semidesérticos del altiplano central. Se hicie-
ron doce entrevistas a informantes clave (con-
dicionadas a garantizar anonimato) entre fun-
cionarios, dirigentes de ejidos y empresarios 
de Ciudad Tula, para obtener información di-
recta sobre el auge que ha experimentado ese 
tipo de complejos productivos y sus implica-
ciones en términos de su relación con el uso 
del  agua.
 
También se administró un cuestionario a una 
muestra no probabilística de 50 habitantes 
adultos del municipio de Tula, con el propósi-
to de contar con información sobre la forma 
en que los hogares acceden al servicio de 
agua, tanto en la cabecera municipal como en 
comunidades y ejidos de ese municipio, lo-
grando tener también la opinión de la pobla-
ción sobre el funcionamiento de los servicios 
municipales de agua y drenaje en la cabece-
ra municipal, ejidos y comunidades, puesto que, 
por el tamaño de su población, la cabecera mu-
nicipal es el único centro urbano del municipio.
 
Adicionalmente se hizo una búsqueda de in-
formación hemerográfica en portales de inter-
net y consulta de información secundaria pa-
ra integrarla al análisis del contexto en el que 
se han venido reconfigurando espacial y tem-
poralmente las relaciones de la población con 
el agua en la actividad económica regional, a 
partir de las nuevas formas de organización 
productiva que se han introducido en ese te-
rritorio en años recientes, con el propósito de 
comprender y explicar la dinámica de esos pro-
yectos productivos, su impacto regional y la 
forma en que se implantaron en un espacio 
que se había mantenido en el olvido guberna-
mental y mayor atención de inversionistas pri-
vados, teniendo en cuenta que los ejidatarios 
detentadores de los títulos de propiedad de 
las tierras y dotaciones de agua para el riego 
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estaban allí, pero caretes de la capacidad fi-
nanciera, el conocimiento técnico y de nego-
cios que se requieren para incursionar en los 
proyectos de inversión promovidos y apoyados 
por el gobierno en asociación con agentes em-
presariales  privados.

También se hizo una amplia revisión bibliográ-
fica a efecto de contar con un merco teórico 
que permitiera hacer las interpretaciones ade-
cuadas de lo que ha venido ocurriendo en la 
región del altiplano central y en el municipio 
de Tula, de manera más específica en cuanto 
al  aprovechamiento  del  agua  subterránea. 

Tula: localización, condición climatológica y con-
texto  social 
El municipio de Tula se localiza en el sur po-
niente del estado Tamaulipas y junto con los 

municipios de Bustamante, Jaumave, Miqui-
huana y Palmillas se caracteriza por la con-
dición de aridez y de escasa disponibilidad 
de agua, Es decir, que de manera general 
comparten características fisiográficas y clima-
tológicas con los municipios vecinos de Nue-
vo León y San Luis Potosí. Los cinco munici-
pios de la parte tamaulipeca localizados entre 
los pliegues de la Sierra Madre Oriental y el 
árido altiplano integran el espacio territorial que 
los tamaulipecos conocen como el ex cuarto 
distrito (figura 1). La ciudad de Tula, cabecera 
municipal del municipio del mismo nombre, fue 
el primer asentamiento producto de la expan-
sión colonial española hacia el Noreste del pa-
ís y se considera la más antigua ciudad de 
Tamaulipas, fundada en 1617 por Fray Fran-
cisco de Mollinedo, es decir, fue fundada ha-
ce  poco  más  de  400  años.

Figura 1. Mapa de municipio de Tula, Tamaulipas.
Figure 1. Map of the municipality of Tula, Tamaulipas.

Fuente: Inafed.gob.mx

La información climatológica señala que en la 
zona se presentan diversos tipos de climas, 
seco-semicálido, seco-templado, semiseco-semi-
cálido y templado-subhúmedo, pero con predo-
minancia del clima seco-templado. La tempe-
ratura media anual registrada es de 19.1 gra-

dos Celsius, con máxima de 45 grados en los 
meses de abril y mayo y mínima de - 9 grados 
en febrero. La precipitación promedia anual re-
gistrada es de 452.2 mm y una evaporación 
potencial  de 762 .73 mm (DOF, 2016).
Al respecto hay que tener en cuenta que Tu-
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la es el municipio del altiplano tamaulipeco 
con mayor población con 28,230 habitantes, 
asentados principalmente en las 95 localida-
des rurales, donde habitan dos tercios de la 
población; la cabecera municipal es el único 
centro urbano y de servicios, el cual alberga a 
poco más de 10 mil habitantes. Se trata por lo 
tanto de un municipio de perfil rural que re-
gistra alta expulsión de población a otras re-
giones del estado y estados vecinos, pero tam-
bién con una importante población migrante 
en Estados Unidos, lo que también ha conver-
tido a Tula en un importante receptor de reme-
sas enviadas desde aquel país (Lera, 2015a).

Resultados y discusión
La  dinámica  de  gestión  del  acuífero
La población de Tula depende fundamental-
mente del agua subterránea para sus diversos 
usos, la cual se extrae del acuífero 2814 (se-
gún la nomenclatura de la CONAGUA), corres-
pondiente a la región hidrológica 37. El 50.93 
por ciento del acuífero se localiza en el muni-
cipio de Tula y el 26.74 por ciento en el muni-
cipio de Bustamante, el restante 20.83 por 
ciento en el municipio de Miquihuana (DOF, 
2016).
 
Los medios regionales han dado cuenta de 
que el acceso al agua en esta región tamau-
lipeca del altiplano y en Tula de manera par-
ticular se ha complicado de manera recurren-
te, con una presencia también recurrente de 
las condiciones de sequía. El gobierno del es-
tado y el ayuntamiento implementan en cada 
ocasión medidas de auxilio a las comunidades 
a través de la entrega de agua en pipas. Tam-
bién han hecho perforación de pozos sin que 
se haya logrado encontrar agua suficiente pa-
ra satisfacer la demanda de las comunidades 
rurales, sobre todo, pero también de la cabe-
cera  del  municipio.

Los estudios técnicos oficiales de disponibili-
dad de agua publicados en el Diario Oficial de 
la Federación (DOF) reportan una recarga anual 
de acuífero por 43.8 Mm3, en su versión ac-
tualizada para 2020, en tanto que el estudio 
correspondiente a 2016 la recarga era de 54 

Mm3. En cuanto a la extracción en 2020 se 
reportó un volumen de 40.376 Mm3, el cual 
en 2016 era de 21.8 Mm3. Como puede ver-
se, una baja en la recarga y un incremento 
considerable en las extracciones en un perio-
do  de  tiempo  muy  corto.
 
Es de notar que, aunque el mismo estudio de 
2016 advertía de necesarias medidas precau-
torias a considerarse a efecto de prevenir que 
la competencia por el agua y la extracción in-
tensiva a partir de proyectos productivos co-
mo los que se han venido promoviendo pu-
sieran en riesgo el balance del acuífero debi-
do a la sobre explotación, o por el hecho de 
que acuíferos vecinos ya han llegado a una 
condición de balance negativo entre recarga y 
extracción, no fueron tomadas en cuenta y las 
concesiones y extracciones continuaron sin con-
siderar  las  advertencias.
 
La oportunidad de tales advertencias era más 
que pertinente ante la tendencia observada, ya 
que los estudios también reportaban una baja 
acelerada de la disponibilidad de agua en el 
acuífero, el cual para 2018 indicaba que el vo-
lumen disponible había bajado a 8.2684 Mm3; 
la actualización de información para 2020 re-
portó una disponibilidad de 2.324 Mm3. Es 
decir, que en periodo de solo cinco años el 
acuífero experimentó un acelerado proceso de 
extracción (figura 2) asociado con las conce-
siones a proyectos de agricultura protegida en 
el  acuífero  de  Tula.

El estudio de disponibilidad de agua de 2016 
de este acuífero reportó la existencia de 52 
pozos profundos y 3 pozos someros, además 
de tres norias (DOF, 2016), indicando que 55 
de esas obras se localizan en el Municipio de 
Tula, donde 30 se destinaban a uso agrícola, 
23 a uso pecuario y 2 a uso público urbano, 
extrayéndose 21.8 Mm3 anuales, de los cua-
les el 85.57 por ciento era uso agrícola (DOF, 
2016). La actualización de la información de 
disponibilidad de agua para el 2020, reportó 
la existencia de 96 pozos, aunque solo 83 ac-
tivos y de ellos 27 para uso agrícola, cuya pro-
porción de uso del volumen extraído del acuí-
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fero ascendió al 68.4 por ciento (DOF, 2020). 
La información indica un claro crecimiento en 
la cantidad de pozos profundos en el periodo 
de cinco años que señala la figura 2 y se aso-
cia con la información de los volúmenes dis-
ponibles a la baja, atribuidos a la expansión 
de los proyectos agrícolas en el municipio de 
Tula, aunque no hay que descartar la adver-
tencia sobre el riesgo de la cercanía de acuí-
feros ya sobre explotados, considerando que 
el concepto de acuífero usado por la autori-
dad nacional del agua, es de carácter admi-
nistrativo y no geohidrológico. También se re-
porta un abatimiento promedio de 3.5 metros 
al año, otro dato a considerar en las decisio-
nes  sobre  el  manejo  del  acuífero.  

Lo anterior se relaciona con la información del 
Registro Público de Derechos de Agua (REPDA) 
de la CONAGUA, en el cual se reporta el otor-
gamiento de 15 concesiones entre 2015 y 
2019, con volúmenes considerables conside-
rando el tamaño y la disponibilidad del acuí-
fero. Otro dato para tener en cuenta es que, 
mientras que la tendencia había sido a otor-

gar las concesiones a ejidos y asociaciones 
dentro de los mismos ejidos, en años recien-
tes han cobrado relevancia las figuras empre-
sariales, bajo la forma de concesiones indivi-
duales, sea a una misma persona o integran-
tes de una misma familia, pero también como 
empresa propiamente, en ambos casos con 
varios permisos y volúmenes considerables, 
observándose así un mayor otorgamiento de 
concesiones y una concentración de éstas en 
unos pocos usuarios que han ampliado los 
volúmenes  bajo  su  control.

Los  proyectos  productivos  en  Tula
El primer proyecto de inversión asociado al cam-
bio de cultivos y aplicación de tecnologías de 
uso eficiente del agua en el municipio de Tula 
fue el de las plantaciones de olivos para la 
producción de aceite. Entre 2003 y 2004 los 
ejidos Tanque Blanco, Terrones Benítez, 20 de 
noviembre y Celso Huerta, acordaron la firma 
de contratos de renta de sus parcelas a inver-
sionistas privados para la plantación de olivos. 
En total 2100 hectáreas de esos ejidos fue-
ron rentadas por 30 años a razón de 1.360 

Figura 2. Acuífero Tula-Bustamante (2814): disponibilidad de agua 2009-2020
(Mm3).
Figure 2. Tula-Bustamante Aquifer (2814): water availability 2009-2020 (Mm3).

Fuente: Elaboración propia con información de Conagua.
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pesos anuales por hectárea a dos empresas: 
Olivares de la Sierra y Olivares Tamaulipas. 
Hay ciertas imprecisiones en la información 
sobre el número de ejidatarios que se benefi-
cian de la renta, se habla de 332 como máxi-
mo entre los cuatro ejidos mencionados, al 
mismo tiempo que se emplean como trabaja-
dores con salario por jornal y una generación 
de 400 empleos en estos ejidos a partir de 
la plantación olivarera (Aguilar, 2007). También 
es importante mencionar que el acuerdo de 
la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Recur-
sos Pesqueros y Alimentación (SAGARPA) con 
los ejidatarios fue seguir proporcionándoles el 
beneficio que significa la entrega del subsidio 
del Procampo en aquel momento. El aspecto 
interesante es que una vez que el contrato de 
renta llegue a su fin al cumplirse los 30 años, 
las empresas regresarán las tierras a sus due-
ños con todo y plantación de olivos, para que 
puedan continuar con esta actividad producti-
va por su cuenta y las empresas continúen 
comprando el producto. Esto supone que los 
ejidatarios habrían adquirido en ese tiempo 
las capacidades técnicas del manejo de estos 
cultivos, y en este sentido se ha señalado 
que, al inicio de este proyecto, un grupo de 
ejidatarios fue enviado a capacitarse a Espa-
ña, donde habría adquirido los conocimientos 
para el cultivo y cuidado de los olivos. Pero al 
mismo tiempo, supone que, en ese lapso, los 
ejidatarios habrán de adquirir otras habilida-
des relacionadas con aspectos técnicos y de 
logística comercial, pues no hacerlo implicaría 
que quedar anatados a la fijación del precio 
de la producción por los empresarios del acei-
te que ahora les rentan las parcelas. En cuan-
to a la relación de estas plantaciones con el 
uso del agua, hay que decir que se plantaron 
250 árboles por hectárea, mismos que son re-
gados mediante un sistema de riego por go-
teo, aplicándose entre 20 y 25 litros de agua 
por día cada árbol, lo cual implica un uso in-
tensivo de agua subterránea bombeada para 
apoyar la producción. Por otro lado, pero como 
parte del impulso a la inversión en proyectos 
productivos en esta zona, con el aporte 40 mi-
llones de pesos por el gobierno del estado y 
25 de un grupo de inversionistas privados, en 

2009 se puso en marcha el proyecto “Par-
que de Invernaderos” en el ejido Magdaleno 
Cedillo, una comunidad formada por 1,440 
habitantes, en donde la inversión total alcanzó 
los 170 millones de pesos para una superfi-
cie de invernaderos de 70 hectáreas en una 
primera fase (Lera, 2015b). En 2017 se infor-
mó que se tenían 300 hectáreas en cultivo 
bajo sombra en ese predio (con lo cual habría 
siete ejidos en el municipio que se habían in-
corporado a este modelo de agronegocio des-
de 2006, totalizando algo más de 200 hectá-
reas). Es importante mencionar que bajo el 
mismo tipo de esquemas operan otros proyec-
tos en al menos siete ejidos más, donde des-
tacan el de Tanque Blanco con 50 hectáreas, 
el del ejido Francisco I. Madero con 50 hec-
táreas y Las Cruces con 14 hectáreas de in-
vernaderos, es decir, más de 140 hectáreas 
de horticultura protegida de reciente impulso 
y expansión en este territorio semidesértico 
del municipio de Tula. Se ha mencionado que, 
en conjunto, estos proyectos han generado en 
la zona más 500 empleos permanentes y que 
en tiempos de mayor demanda de mano de 
obra  casi  se  duplica  su  número. 

En 2014, funcionarios del gobierno del esta-
do de Tamaulipas mostraban el nuevo perfil 
productivo del altiplano tamaulipeco como un 
logro de su política de impulso a la produc-
ción con aplicación de tecnologías para produ-
cir en zonas difíciles que convierten al semide-
sierto en un espacio productivo, donde Tula se 
presentaba como un municipio vanguardista. 
Al respecto señalaban: “Y es así como ya en 
este municipio se tienen 163 hectáreas de in-
vernaderos donde se producen miles de tone-
ladas de tomates, pepinos, chile pimiento mo-
rrón, sandías, melones, entre otros” o, “La agri-
cultura protegida es una actividad que está 
ganando terreno en algunos municipios que 
han mostrado vocación para el cultivo de hor-
talizas bajo el resguardo de los invernaderos”. 
También enfatizaban que el objetivo era “posi-
cionar a Tula como la zona productora de hor-
talizas más importante del noreste del país” 
(Tierra Fértil, 6 de agosto de 2014), al mismo 
tiempo que se remarcaba la importancia de 
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esa actividad como generadora de empleos en 
la región (Tierra Fértil, 6 de agosto de 2014). 

Como se observa, los funcionarios del gobier-
no estatal se refieren a las bondades y ven-
tajas de las técnicas de invernadero en el al-
tiplano para el cultivo de hortalizas, sin embar-
go, en ningún momento se refiere al agua, no 
obstante que se trata del recurso indispensa-
ble sin el cual no habría ninguna posibilidad 
de emprender cultivo alguno a la escala en 
que se ha venido haciendo. Ciertamente, en 
algunos casos se trata de una sustitución de 
cultivos y en otros un avance de la frontera 
hidro-agrícola, apoyados en nuevas tecnologí-
as para la producción y el uso del agua sub-
terránea  para  la  producción  agrícola. 

En cuanto a los empresarios involucrados en 
este tipo actividad, la prensa regional señala 
que proceden del Noroeste del país, aunque 
de acuerdo con las versiones de informantes 
de Tula, se trata de empresarios que antes te-
nían sus empresas en el municipio de Villa de 
Arista, San Luis Potosí, tal vez el caso más 
emblemático de la sobreexplotación de acuífe-
ros en el altiplano central, donde el nivel del 
acuífero ha sido abatido por la intensidad de 
la extracción aupada por la ausencia de con-
trol por parte de las autoridades y la ausen-
cia de autorregulación de los usuarios, igual 
que ha venido ocurriendo en otros acuíferos 
del altiplano central y como ha ocurrido en 
San Quintín y Camalú, Baja California (Rie-
mann,  2015). 

En todo caso, lo importante es destacar que 
los cambios que han ocurrido en Tula en una 
década vinculados a los usos de agua subte-
rránea se ven reflejados en el tamaño de la 
superficie bajo condición de riego, la cual pa-
só de 735 hectáreas en 2003, a 3,238 hec-
táreas en 2013 (Guevara et al, 2017). Es de-
cir, la superficie sujeta a riego se multiplicó 
poco más de cuatro veces en solo diez años 
y no obstante que se trata de un modelo de 
producción eficiente en la aplicación del riego, 
la intensificación del uso del agua y las carac-
terísticas semidesérticas del territorio debiera 

obligar a una política de principios precauto-
rios a efecto de no rebasar limites que pon-
gan en riesgo el equilibrio del acuífero y com-
prometan la seguridad hídrica en el municipio 
de  Tula.

La promoción oficial y apoyo a proyectos pro-
ductivos de invernadero o de plantaciones no 
es exclusiva de Tula, ha ocurrido en varios mu-
nicipios del altiplano como Cedral y Matehua-
la en San Luis Potosí y otras regiones del pa-
ís, bajo los supuestos de las ventajas produc-
tivas, incluida la referente a ahorro de agua, 
para lo cual se ha asumido primordialmente 
una visión de rentabilidad financiera de corto 
plazo que no considera la dinámica del balan-
ce  del  acuífero. 

La competencia por el agua que ya habían an-
ticipado los estudios de la propia CONAGUA en 
años previos, parecen ser un hecho o son in-
minentes. En este sentido, un funcionario de 
la Comisión Municipal de Agua Potable y Alcan-
tarillado (COMAPA) de Tula externó su preocu-
pación sobre todo en relación con la planta-
ción de olivos y otros proyectos productivos en 
el entorno municipal, debido a la dinámica de 
extracción de agua que ha seguido, ya que de 
cuatro pozos con los que dicha plantación ini-
ció su operación, pasó a operar diez con un 
bombeo constante las 24 horas del día (en-
trevista T12, 15 de junio de 2017). En su opi-
nión los invernaderos los invernaderos son una 
forma de optimizar el uso del agua, pero se 
ha generado un mercado en donde la venta 
de parcelas con derechos de agua a empre-
sas que vienen de fuera y que no consideran 
las necesidades futuras de agua en la región. 
Se trata en varios casos de empresas que han 
seguido un proceso migratorio de un lugar a 
otro del altiplano, donde dejan los acuíferos 
sobreexplotados y buscan otros donde esta-
blecerse. El mismo funcionario de la COMAPA 
refirió que en Tula ya hay casos de pozos don-
de el agua se encuentra a 900 metros de pro-
fundidad y el acuífero baja un metro al año, 
un dato que las autoridades no han tenido en 
cuenta. Otra preocupación es que no hay con-
trol de las autoridades sobre el uso de agua 
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en los ejidos, donde venía operando el Pro-
grama Especial para la Seguridad Alimentaria 
(PESA) que, construía grandes tanques de aco-
pio y reserva de agua para consumo domés-
tico en esas comunidades, pero en la mayoría 
de ellas el agua la usan para el riego rodado 
con grandes pérdidas, en tanto que a la ca-
becera municipal se le había negado la posibi-
lidad de entrar en transacciones para acceder 
a uno de los derechos de agua que los ejida-
tarios  transfirieron  a  empresas  particulares.

La promoción del turismo y los servicios de 
agua  en  Tula 
Un elemento adicional con potencial impacto 
en la demanda de agua en este municipio del 
altiplano es la actividad turística promovida a 
partir del reconocimiento de Ciudad Tula co-
mo “Pueblo Mágico”, lo que implica también la 
promoción de inversiones para potenciar la 
apertura de negocios relacionados con la atrac-
ción para estancias cortas de visitantes a lo 
largo del año. Una mayor oferta turística de 
servicios conlleva la necesidad del suministro 
continuo de agua, un recurso de escasa dis-
ponibilidad que ha entrado en competencia con 
otros  usos. 
La cabecera municipal no cuenta con abaste-
cimiento suficiente para satisfacer el uso do-
méstico. En entrevistas los habitantes de la ciu-
dad señalaron que cuentan con el servicio en 
sus domicilios, pero el agua solo llega por ho-
ras una o dos veces por semana, es decir, no 
hay condiciones para el servicio continuo y 
más bien se trata de un tandeo permanente a 
lo largo de la semana. Las mayores dificulta-
des se presentan en periodo de estiaje, cuan-
do el agua no llega ni siquiera a zonas céntri-
cas del casco urbano, por lo cual la COMAPA 
les abastece con pipas cobrando por llenado 
de un tanque de almacenamiento de mil me-
tros, además tienen que pagar el recibo que 
llega regularmente por el contrato que tienen 
por la conexión a la red pública de agua. Cuan-
do la COMAPA no alcanza a hacer ese tipo 
de suministros, los vecinos compran el agua 
con pipas de particulares que la transportan 
desde un lugar llamado Cieneguillas. Como en 
otros lugares del país, las familias compran 

agua de garrafón para el consumo directo, en 
un amplio rango de precios. Las situaciones 
más difíciles las enfrentan quienes habitan en 
zonas rurales del municipio, donde las fami-
lias que viven en ejidos y comunidades se 
abastecen por lo general de agua de pozos 
para los diversos usos, los servicios allí son 
administrado por un comité ejidal de aguas 
que cobra una cuota por el servicio, pero po-
cos la tienen dentro de su casa y, aunque 
igualmente compran garrafones de agua para 
el consumo directo, implica costos mayores 
debido a que tienen que desplazarse para 
comprarlos o los consiguen con los distribui-
dores que les cargan en el precio el costo de 
transportación  a  sus  comunidades.

Directivos de la COMAPA confirmaron la infor-
mación de los vecinos y reconocieron que en 
donde el organismo operador atiende el sumi-
nistro de agua, sobre todo en la cabecera mu-
nicipal, había ese tipo de problemas, por lo 
cual operan el servicio en forma sectorizada 
por días y horas. También reconocieron que 
los problemas de operación se deben, entre 
otros factores, a las condiciones de la red de 
distribución que es muy vieja y presenta fu-
gas recurrentes debido a las rupturas por obs-
trucción que provoca la acumulación de mine-
rales en las tuberías, ya que se trata de agua 
con alto contenido de sales y metales. La CO-
MAPA tiene dos pozos para abastecer de agua 
a la población urbana, solo tenía uno en ope-
ración y mantenía el otro en reserva. La dis-
tribución sectorizada ha sido una medida to-
mada para cubrir a toda la población urbana 
y tener la suficiente presión; también señala-
ron que la insuficientes de recursos, les ha 
implicado no tener equipos de bombeo de re-
puesto para reemplazar a los que han sido 
dañados; es el tipo de problemas que afectan 
con  mayor  frecuencia  el  servicio.

En términos generales la tendencia extractiva 
de agua en Tula corresponde al mismo patrón 
que se ha seguido en otros acuíferos del pa-
ís, tal como lo ha reportado Moreno para la 
costa de Hermosillo (2006), Moreno et al 
(2010) para el centro norte de México y Rie-
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mann (2013) para el Valle de San Quintín, 
quienes han mostrado la sobreexplotación de 
los acuíferos ante la falta de control de la au-
toridad competente y la ausencia de consen-
so entre los distintos actores sobre el origen 
del problema y las soluciones que se deben 
implementar para frenar el ritmo extractivo, se 
recuperen los niveles estáticos y la extracción 
se module a la recarga y disponibilidad. En Tu-
la no hay aún una situación de sobreexplota-
ción del acuífero, pero el ritmo que registra la 
información sobre concesiones y la reducción 
acelerada en la disponibilidad de agua no es 
ajeno a los proyectos que se han puesto en 
operación, mostrando que ese recurso es el eje 
del proceso de acumulación de capital (Swy-
ngedouw, 2009) en la región, al mismo tiempo 
que se hacen presentes los perfiles empresa-
riales de los nuevos agentes económicos se 
han posicionado preponderantemente en el 
sector de agronegocios que conduce también 
a la escasez de agua en zonas áridas, como 
lo señalan en el caso peruano Damonte et al 
(2016). 

Los expertos en el tema de aguas subterráne-
as señalan que las soluciones más socorridas 
frente a la sobreexplotación de los acuíferos 
han sido las de tipo tecnológico, sin que los 
objetivos de restablecer las condiciones de 
equilibrio entre recarga y extracciones se ha-
yan logrado. En este caso, la agricultura prote-
gida se presenta e impone como modelo tec-
nológico productivo eficiente en el uso del 
agua, pero de acuerdo con la tesis de Prat y 
Ortega (2019), hay el riesgo de que las venta-
jas que ofrece la tecnología sean contrarres-
tadas por el efecto acumulativo de extraccio-
nes de agua, como lo viene registrando el 
acuífero de Tula en los últimos años con el in-
cremento en las concesiones y la reducción 
acelerada en la disponibilidad. Aunque la re-
forma constitucional de febrero de 2012 incor-
poró el derecho humano al agua para todas 
las personas en cantidad y calidad suficiente 
para satisfacer sus necesidades básicas, las 
políticas públicas no se han orientado bajo 
principios precautorios de aprovechamiento en 
cuanto al control de extracciones y protección 

de los ecosistemas en que sucede el ciclo hi-
drológico y abastecen del recurso para todos 
los usos.

Por otro lado, la forma que asume el esquema 
de desposesión del recuso (Harvey, 2004) a 
los antiguos sujetos de derechos a la tierra y 
el agua en Tula, es bajo la forma de venta o 
renta de parcelas ejidales con todo y conce-
siones de agua, una forma un tanto enmasca-
rada de extractivismo que, si bien no ha con-
ducido a situaciones de conflicto, si es notoria 
una competencia incipiente por el agua, tal co-
mo lo reconoce la propia Comisión Nacional del 
Agua (CONAGUA).

Conclusiones
El agua subterránea ha entrado en los objeti-
vos de negocio de los proyectos de agricultu-
ra protegida que se ha venido expandiendo en 
el altiplano central del país y aunque se trata 
de una forma eficiente de uso del agua en la 
actividad productiva primaria, la multiplicación 
de concesiones ha conducido a la intensifica-
ción de las extracciones y la afectación de la 
disponibilidad  de  agua  en  los  acuíferos.

En el altiplano central los invernaderos son par-
te del paisaje que acompaña la extracción de 
agua subterránea en muchas localidades, in-
cluidas comunidades ejidales del municipio de 
Tula, Tamaulipas, donde se han desarrollado 
proyectos productivos de agricultura protegida 
y plantaciones a cielo abierto regadas con agua 
del subsuelo. Aunque el modelo productivo de 
agricultura protegida es muy eficiente en el uso 
del agua, la expansión de la frontera hidroagrí-
cola, aún bajo este modelo productivo puede 
inducir riesgos para la seguridad hídrica con la 
intensificación de extracciones, como ya ha ocu-
rrido en San Quintín, B.C. y en Villa de Arista, 
S.L.P., regiones con baja disponibilidad de 
agua,  igual  que  Tula. 

No se puede dejar de lado que, en este últi-
mo las autoridades locales enfrentan dificulta-
des para dotar a la población del servicio de 
agua para sus necesidades básicas, inclusive 
en la propia cabecera municipal, en tanto que 
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los proyectos productivos de agronegocio pro-
movidos formalmente como una alternativa de 
desarrollo para la región, sobre todo a partir 
del empleo que generan, por lo general tienen 
un  carácter  extractivista. 

Aunque la plantación de olivos no es un agro-
negocio de agricultura protegida, cobra relevan-
cia en este caso porque se trata de la intro-
ducción de un tipo de plantación nuevo en la 
región con una demanda considerable de agua 
y de sostenibilidad incierta a largo plazo. En 
este caso lo más novedoso es el contrato de 
renta de tierras ejidales por empresarios forá-
neos con el compromiso de la devolución de 
las tierras con todo y plantaciones productivas 
al finalizar el contrato y el compromiso de se-
guir comprando la producción a los ejidatarios.

En todo esto, la gestión del agua subterránea 
se organiza y opera en función de los intere-
ses económicos hegemónicos que se materia-
lizan en forma de grandes proyectos de agro-
negocio, donde el paquete tecnológico es la lla-
ve que abre la puerta a las nuevas formas de 
uso del agua para cultivos de exportación, ga-
nando prioridad a partir de la influencia políti-
ca, lo que se traduce por lo general en un ava-
sallamiento de derechos adquiridos y el olvi-
do o postergación de demandas sociales de 
agua para necesidades básicas como el uso 
doméstico, todo según lo definan esos intere-
ses a través de los cuerpos burocráticos es-
pecializados. En este caso específico aún hay 
oportunidad para impulsar una gestión precau-
toria del agua subterránea y evitar la repeti-
ción de los errores que se han cometido en la 
gestión de otros acuíferos en el país, teniendo 
en perspectiva otros principios como el de la 
sustentabilidad, la seguridad hídrica y el dere-
cho humano al agua.

Es de notar que ha sido la propia CONAGUA la 
que en este caso ha llamado la atención so-
bre el riesgo que puede generar la competen-
cia por el recurso, la cual puede conducir a la 
sobreexplotación del acuífero y afectar a largo 
plazo la disponibilidad para satisfacer la de-
manda doméstica de la población que ya en-

frenta problemas de acceso al agua, sobre to-
do en periodos de estiaje.

Ciertamente, no ha habido en Tula conflictos 
por el agua o la tierra, pero los arreglos bajo 
los cuales se ha abierto paso a los nuevos 
agentes económicos en la región visibilizan las 
asimetrías entre los actores del entramado de 
relaciones en que se sustentan los proyectos, 
donde los beneficiarios del desarrollo a los que 
están dirigidos se vuelven rentistas o se con-
vierten en trabajadores asalariados en sus pro-
pias parcelas, al ser parte de un negocio en el 
cual se rentan o venden las parcelas, pero don-
de el interés principal tiene que ver con los 
derechos  de  agua.
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